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El proceso elaboración de una Instrucción propia sobre PERMISOS para el colectivo de funcionarios de la Admón. de Justicia en ámbito Ministerio y la regulación del régimen descuentos por incapacidad temporal (i.t.), en el marco de la Mesa sectorial de Justicia, nos otorga la oportunidad de la elaboración de una Instrucción que no resulte discriminatoria ni agraviante para los funcionarios de Justicia.  La necesidad de esta elaboración se deduce tras hacer una comparación entre aspectos regulados en el E.B.E.P, el Plan Concilia, en la L.O.P.J., y las distintas Instrucciones que sobre la materia se han promulgado en los distintos ámbitos territoriales con competencias de Justicia asumidas por ejemplo, en lo que se refiere a cuestiones como permisos, conciliación de la vida personal, familiar y laboral, horario de trabajo, posibilitando la reducción y flexibilización del mismo, periodos de vacaciones, y con motivo del R.D. 20/2012, el régimen económico que será de aplicar en los supuestos de i.t, todo ello sabiendo que en algunos supuestos, la regulación es distinta y desventajosa para el colectivo de trabajadores de la Administración de Justicia del ámbito Ministerio. Se trata, en muchos casos, de hacer una interpretación expansiva del derecho, y no restrictiva, como se ha venido haciendo en no pocas ocasiones.

Por supuesto, se trata también de compensar, de alguna manera y a través del régimen de permisos a los que tienen derecho los funcionarios de Justicia, la pérdida de derechos económicos sufrida por el colectivo de funcionarios desde hace, como mínimo, 4 años.

Con carácter previo, es de interés del Sindicato de Trabajadores de la Administración de Justicia -STAJ-, señalar:

 
Primero-.La presente propuesta se hace sin perjuicio de las alegaciones que se puedan realizar durante las reuniones de la Mesa sectorial.

 Segundo-. El Sindicato de Trabajadores de la Administración de Justicia se opone a cualquier decisión unilateral por parte de la Administración que suponga un castigo a los trabajadores de la Administración de Justicia en materia de bajas médicas e incapacidad laboral. La modificación del artículo 504.5 LOPJ, en materia de descuento por incapacidad laboral, ha supuesto un retroceso en los derechos de los funcionarios públicos y supone una rebaja salarial encubierta, que se añade al resto de recortes salariales que estamos padeciendo desde hace, al menos, 4 años.

Si la pretendida intención de la Administración es combatir el absentismo laboral,  como consecuencia de las bajas médicas dudosas o poco objetivadas, existen instrumentos adecuados para ello, que pasan por inspecciones médicas y un mayor control de las bajas por incapacidad laboral, sin que resulten tan agraviantes para el conjunto de los trabajadores de la Administración de Justicia. Las formas y los medios sí que importan, y el medio del que pretende hacer uso la Administración para conseguir el fin de reducir el absentismo laboral resulta totalmente injusto, arbitrario y agraviante para el colectivo de funcionarios.

No obstante lo anterior, el Sindicato de Trabajadores de la Administración de Justicia –STAJ-,  reclama al Ministerio que se incluya en la norma reguladora los supuestos que en la presente se exponen y que suponen que el funcionario siga percibiendo la totalidad de las retribuciones salariales.

Tercero.- Que los descuentos, como consecuencia de incapacidad temporal, no se apliquen en ningún caso, a ningún funcionario, en tanto no exista una norma reguladora propia para los funcionarias de la Administración de Justicia en ámbito Ministerio. El Estatuto jurídico del personal al servicio de la Administración de Justicia viene determinado por la LOPJ, y normas que la desarrollan, tal como se establece en el art. 122 de la Constitución Española. En este sentido, el Sindicato de Trabajadores de la Administración de Justicia –STAJ-, reclama  una norma reguladora propia y específica, y que los descuentos no se apliquen mientras no exista esa norma, no siendo admisible la aplicación con carácter subsidiario de la norma que pueda regular otros colectivos de la Administración.

INCAPACIDAD LABORAL (bajas médicas).
El artículo 9.5 del R.D. 20/2012, de 13 de julio, del tenor literal señala lo siguiente:

(…)

“Cada Administración Pública podrá determinar, respecto a su personal, los supuestos en que con carácter excepcional y debidamente justificados se pueda establecer un complemento hasta alcanzar, como máximo, el cien por cien de las retribuciones que vinieran disfrutando en cada momento. A estos efectos, se considerarán en todo caso debidamente justificados los supuestos de hospitalización e intervención quirúrgica.”

(…)

Existe, por tanto, cobertura legal para establecer una regulación propia y específica para el colectivo de funcionarios de la Administración de Justicia, en el ámbito Ministerio, en el sentido de establecer las condiciones por las que se tendrá derecho a la percepción de un complemento hasta alcanzar la totalidad de las retribuciones, al margen de  las contingencias profesionales, la hospitalización y la intervención quirúrgica, que la propia ley establece como situaciones no sujetas a descuento. 
Partimos de la L.O. 8/2012, de 27 de diciembre de medidas de eficiencia presupuestaria en la Administración de Justicia, por la que se modifica el artículo 504.5 de la LOPJ, que es el relativo a la I.T. 

El artículo 504.5, relativo a la incapacidad laboral queda redactado del siguiente modo:

(…)

“Los funcionarios de los Cuerpos al Servicio de la Administración de Justicia en situación de incapacidad temporal por contingencias comunes, percibirán el cincuenta 
por ciento de las retribuciones tanto básicas como complementarias, como, en su caso, la prestación por hijo a cargo, desde el primer al tercer día de la situación de incapacidad temporal, tomando como referencia aquéllas que percibían en el mes inmediato anterior al de causarse la situación de incapacidad temporal. Desde el día cuarto al vigésimo día, ambos inclusive, percibirán el setenta y cinco por ciento de las retribuciones tanto básicas como complementarias, como de la prestación por hijo a cargo, en su caso. A partir del día vigésimo primero y hasta el día ciento ochenta, ambos inclusive, percibirán la totalidad de las retribuciones básicas, de la prestación por hijo a cargo, en su caso, y de las retribuciones complementarias. Cuando la situación de incapacidad temporal derive de contingencias profesionales, la retribución a percibir podrá ser complementada desde el primer día, hasta alcanzar como máximo las retribuciones que vinieran correspondiendo a dicho personal en el mes anterior al de causarse la incapacidad. A partir del día ciento ochenta y uno será de aplicación el subsidio establecido en el apartado 1.B) del artículo 20 del Real Decreto Legislativo 3/2000, de 23 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes sobre el Régimen especial de Seguridad Social del personal al servicio de la Administración de Justicia. Por el órgano competente se determinarán los supuestos en los que con carácter excepcional y debidamente justificados se pueda establecer un complemento hasta alcanzar, como máximo, el cien por cien de las retribuciones que vinieran disfrutando en cada momento. A estos efectos, se considerarán en todo caso debidamente justificados los supuestos de hospitalización e intervención quirúrgica. En ningún caso los funcionarios adscritos a los regímenes especiales de seguridad social gestionados por el mutualismo administrativo podrán percibir una cantidad inferior en situación de incapacidad temporal por contingencias comunes a la que corresponda a los funcionarios adscritos al régimen general de la seguridad social, incluidos, en su caso, los complementos que les resulten de aplicación a estos últimos. Las referencias a días incluidas en el presente número se entenderán realizadas a días naturales.”

             Días                       días                           días

     1º--------------3º     4º-----------20º   21º-----------------------

      Se cobra el 50%            75%                        100% 

Del primer al tercer día (ambos incluidos) de incapacidad temporal (i.t), se cobrará el 50% del salario, del cuarto al vigésimo día de baja médica se cobrará el 75% del salario, y del vigésimo primer día en adelante, se cobrará el 100% del salario. 

No obstante, no siempre habrá descuento del salario en caso de incapacidad laboral. En el supuesto de que la baja médica sea como consecuencia de una contingencia profesional (accidente de trabajo o enfermedad profesional), no habrá descuento. 

Se debe entender por accidente de trabajo y enfermedad profesional lo dispuesto en los artículos 57 y 58, respectivamente, del Real Decreto 1026/2011, de 15 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Mutualismo Judicial, para el supuesto de funcionarios titulares y en los artículos 115 y 116 Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, 
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, para los funcionarios interinos.

Además, tal como señala la ley, la Administración debe determinar unos supuestos que no estarán sujetos a descuento, pero en cualquier caso, y tal como señala la ley, los supuestos de hospitalización u operación quirúrgica no estarán sujetos a descuento. 

SITUACIÓN DE PRE INCAPACIDAD TEMPORAL.

La propia L.O. introduce unos mínimos en los cuales no habrá descuentos, como son ingreso hospitalario, operación quirúrgica, y contingencias profesionales, pero en el desarrollo del art. 504.5 LOPJ, y dado que el propio artículo lo permite, desde el STAJ se considera necesario que se introduzca, como cláusula de mejora, establecer la PRE INCAPACIDAD TEMPORAL de 5 días hábiles, sin que durante esos días resulte de aplicación el descuento en nómina. Estos 5 días se podrán disponer de ellos de forma discontinua o de forma continuada, en función de cómo transcurra el proceso patológico o la enfermedad. Entraríamos en el terreno de lo absurdo admitir que una enfermedad o patología no tenga descuento en los dos primeros días, y que al tercer día sí que tenga descuento. Es por ello que se considera que el periodo de 5 días consecutivos es necesario para que pueda finalizar el proceso de curación. La ausencia por enfermedad durante estos 5 días hábiles se justificarán mediante certificado médico o declaración jurada y responsable del funcionario.

SITUACIONES EN LAS QUE SE GARANTIZA EL ABONO DE LA TOTALIDAD DE LAS RETRIBUCIONES.

Además, el STAJ considera necesario tener en cuenta, como supuestos no sujetos a descuento, siendo complementado el salario hasta alcanzar el 100% y sin perjuicio de poder introducir nuevos supuestos dependiendo de la realidad laboral o social que exista en cada momento: 

· Aquellas enfermedades graves recogidas en el R.D. 1148/2011, de 29 de julio, sobre cuidado de menores afectados por cáncer u otra enfermedad grave. 

· Incapacidad temporal derivada de contingencias comunes que conlleve tratamientos de radioterapia, quimioterapia, o tratamientos de naturaleza análoga para combatir procesos oncológicos.

· Diálisis.
· Los procesos derivados de riesgos psicosociales en el ámbito laboral: estrés laboral, mobbing (acoso laboral), burn-out (estar quemado). Estas patologías, en medicina y psicología laboral, son consideradas contingencias profesionales, puesto que son aspectos que guardan relación con la concepción, organización, contenido y gestión del trabajo. Estos riesgos se materializan en  daños físicos, 
· psíquicos o sociales a los trabajadores. Como tales contingencias profesionales no deben estar sujetas a descuentos.

· Situación de i.t derivada de contingencias comunes que requieran intervención quirúrgica, incluida la cirugía ambulatoria, hospitalización o reposo domiciliario, aún cuando estas circunstancias se produzcan en un momento posterior, siempre que corresponda al mismo proceso patológico y no haya existido interrupción en el mismo. A estos efectos, tendrán consideración de 
· Intervención quirúrgica las intervenciones médicas invasivas (colonoscopía, gastroscopía, o similares).

· Bajas médicas por riesgo de embarazo, riesgo para la lactancia y como consecuencia de la práctica de técnicas de fecundación asistida.

·  I.t. derivadas de violencia de género.

· Situaciones de i.t que sea consecuencia directa de una discapacidad reconocida al funcionario del 33% ó superior. 

· Intoxicación alimentaria.

· I.t. derivada de enfermedades de carácter contagioso, para evitar el riesgo de contagio a otras personas y fomentando, de esta manera, la prevención.

· I.t cuya duración se estime superior a 20 días, porque el parte de baja médica así lo estime.

· Situación de i.t derivada de contingencia común que se vea agravada por el medio laboral por influir en el curso de la enfermedad o patología, así como aquellas situaciones en i.t en las que se recomiende una adaptación o cambio de puesto de trabajo o funciones, mientras dicha adaptación o cambio no se haga efectivo.

· Situaciones de i.t derivadas de enfermedades o patologías crónicas y presentes en el historial clínico del funcionario.

· Todas aquellas enfermedades y patologías que de alguna manera queden objetivadas, con independencia de si son derivadas de una contingencia común o profesional. 

En este sentido, importa decir que en el punto II de la introducción del R.D. 20/2012, se señala que la intención manifiesta es la de establecer “un mandato dirigido a las Administraciones Públicas a adoptar medidas para reducir el absentismo de su personal”.

A pesar de la intención de reducir el absentismo laboral, el propio legislador ha querido que existan supuestos en los que no haya descuentos por i.t., como son los ingresos hospitalarios y las operaciones quirúrgicas, además de las contingencias profesionales. Estas exclusiones demuestran que aquellos supuestos objetivados, como son las operaciones quirúrgicas y el tratamiento hospitalario el legislador no ha querido que estén sujetos a descuento, lo que demuestra que la intención del legislador es combatir únicamente los supuestos de absentismo laboral no objetivado, por lo que interpretando esa intención en sentido expansivo, el STAJ considera necesario que ninguna enfermedad o patología que requiera un tratamiento o atención médica hospitalaria en algún momento y por tanto  esté objetivada, bien sea de urgencia, o de ingreso programado, esté sujeto a descuento en la nómina. 

Tal circunstancia se acreditará con el correspondiente certificado médico u hospitalario, que acredite que ha existido una atención hospitalaria.

Se hace necesario introducir una serie de consideraciones generales que el STAJ estima que se han de tener en cuenta y se deben reflejar en la norma reguladora, como son: 

· En el supuesto de recaída de una patología o enfermedad que curse de forma crónica y periódica o con tratamientos médicos periódicos, el primer día de incapacidad no será el correspondiente a cada uno de los periodos de recaída, sino que se continuará el cómputo del plazo del último día de baja del periodo de i.t. anterior.

·  En el supuesto de que se modifique la calificación de contingencia común por la de profesional, se regularizará la situación económica del funcionario en el sentido de abonar el complemento hasta alcanzar la totalidad de la retribución, dado que las contingencias profesionales no llevan aparejadas descuento.

· En el supuesto de hospitalización o intervención quirúrgica una vez iniciada la i.t y esta sea derivaba de una contingencia común, de debe considerar que todo el periodo de i.t. obedece a la causa de tal hospitalización o intervención quirúrgica. En estos supuestos, se regularizará la situación económica del funcionario en el sentido de abonar el complemento hasta alcanzar la totalidad de la retribución, dado que las hospitalizaciones e intervenciones quirúrgicas no llevan aparejadas descuento.
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